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SEÑORA: 

HONORABLE MAGISTRADA PAOLA ANDREA ARCILA SALDARIAGA 

TRIBUNAL SUPERIOR DE CALI - SALA LABORAL 

E.S.D.  

 
 
REFERENCIA:     ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
ASUNTO:             ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
DEMANDANTE:   JUAN MANUEL HERNANDEZ GARNICA 
DEMANDADO:     Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES 
RADICACIÓN:     76001310500620170053601 
 

YANIER ARBEY MORENO HURTADO, abogado en ejercicio, identificado como aparece 

al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderado sustituto externo de la 
Administradora Colombiana de Pensiones - en adelante COLPENSIONES -, cordialmente 
solicito al Despacho reconocerme personería para actuar de acuerdo al poder adjunto y 

estando dentro del término de la oportunidad procesal, de manera respetuosa me permito  
llegar ante la Honorable Magistrada ponente, con el fin de descorrer el traslado para 
alegar, dispuesto mediante auto, en los siguientes términos: 

 

HECHOS 

Con respecto a la situación fáctica que se alega en el presente proceso judicial, me 

permito ratificarme en cada uno de los hechos, tal y como se les dio respuesta en la 

contestación de la demanda.  

PRETENSIONES Y EXCEPCIONES 

Solicito al despacho se sirva denegar todas y cada una de las pretensiones de la demanda 

incoadas por el actor, absolver a mi representada de cualquier condena y condenar al 

actor al pago de las costas generadas en el proceso. Lo anterior, a que se haya probada la 

excepción de Inexistencia de la obligación y Cobro de lo no debido. 

RAZONES DE DERECHO 

El literal “b” del artículo 13 la Ley 100 de 1993, expresa: “La selección de uno cualquiera 

de los regímenes previstos por el artículo anterior es libre y voluntaria por parte del 

afiliado, quien para tal efecto manifestará por escrito su elección al momento de la 

vinculación o del traslado. El empleador o cualquier persona natural o jurídica que 

desconozca este derecho en cualquier forma, se hará acreedor a las sanciones de que 

trata el inciso 1o. del artículo 271 de la presente ley.” 

Por su parte, el literal “e”, ibídem, establece: “<aparte subrayado condicionalmente 

exequible><literal modificado por el artículo 2 de la ley 797 de 2003. El nuevo texto es el 

siguiente:> los afiliados al sistema general de pensiones podrán escoger el régimen de 

pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección inicial, estos sólo podrán 

trasladarse de régimen por una sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la 

selección inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el afiliado no 

podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la 

edad para tener derecho a la pensión de vejez.” 
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En ese orden de ideas, y de conformidad con la norma en cita, el traslado a la fecha goza 

de plena validez y además de ello, el traslado de régimen es una potestad única y 

exclusiva del afiliado, sin que pueda trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) 

años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez. 

 

Valga señalar que el sistema pensional colombiano se divide en dos regímenes de 

diferente naturaleza: a). el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad – (RAIS), y b). el 

Régimen de Prima Media (RPM). En el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad los 

aportes pensionales se depositan en una cuenta de ahorro individual a nombre de cada 

afiliado, es decir, éste es dueño de su propia cuenta. Bajo este sistema, la pensión 

obligatoria se financia con los aportes efectuados por el afiliado y el empleador, más los 

rendimientos generados. Si el afiliado es trabajador independiente, los aportes los asume 

él en un 100%. En algunos casos, la pensión obligatoria también se nutre de los subsidios 

creados por la Ley, es el caso de la Garantía de Pensión Mínima. 

Por su parte, en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida los aportes 

pensionales van a una ‘bolsa común’; asimismo, la financiación de la pensión obligatoria 

cuenta con la garantía de un fondo común de naturaleza pública que se nutre de los 

aportes pensionales de sus afiliados. Cuando los afiliados se trasladan del Régimen de 

Prima Media al de Ahorro Individual, serán portadores de lo que se conoce como bono 

pensional. 

De igual forma tampoco se demuestra vicio en el consentimiento o asalto a la buena fe en 

el momento en que se afilia al Régimen de Ahorro Individual administrado por La AFP 

COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, como se alega en la demanda, además 

para el momento de la afiliación era imposible predecir los Ingresos Base de Cotización 

sobre los cuales cotizaría la demandante en los próximos años y calcular una futura 

mesada pensional real en el momento de la afiliación, pues los ingresos económicos 

podrían variar en relación a los reportados en su Historia Laboral hasta esa fecha. 

Vale la pena resaltar, además, que el traslado de régimen es un acto libre y voluntario del 

afiliado y que las entidades administradoras no deben intervenir en la decisión del afiliado 

en lo concerniente a la elección del régimen pensional. 

Ahora bien, no se puede tener como cierto que la falta de información se basó en que La 

AFP COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS no realizó una proyección pensional 

a la demandante, al momento de su traslado, sin embargo, debe solicitarse al Despacho 

judicial se tenga en cuenta que las proyecciones pensionales no son pruebas útiles para 

demostrar un eventual vicio en el consentimiento al momento en que decidió su traslado 

dentro de las opciones que la ley le otorgaba. Además, como quiera que el monto 

pensional en el RAIS también depende de variables como el rendimiento financiero de los 

fondos sujetos al comportamiento fluctuante de la economía, incierto resulta establecer un 

posible monto que le permitiera en ese momento a la demandante  evaluar cuál sería a 

futuro el régimen más favorable, en esa medida, no se puede afirmar que el silencio de La 

AFP COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTÍAS, fondo en el que actualmente 

se encuentra afiliada, en estos aspectos constituya falta en el deber de información.  

 

Al respecto la Corte Constitucional ha manifestado en la Sentencia C- 086 de 2002, 

Magistrado Ponente CLARA INES VARGAS HERNANDEZ, que: “para la Corte es 
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claro que el sistema de Seguridad Social en pensiones no tiene por finalidad preservar el 

equilibrio cuota prestación sino la debida atención de las contingencias a las que están 

expuestas los afiliados y beneficiarios, además por que el régimen de prestaciones de la 

seguridad social en pensiones no es un régimen contractual como el de los seguros 

privados sino, todo lo contrario se trata de un régimen legal de una manera se asienta en 

el régimen contributivo en el que los empleadores y el estado participan junto a los 

trabajadores en los aportes que resultan determinantes en la cuantía de la Pensión. De ahí 

que los afiliados a la seguridad social no ostenten un derecho subjetivo a una cuantía 

determinada de las pensiones futuras, esto es, las pensiones respecto de las cuales no se 

ha producido el hecho que las causa” (…) 

 

No se demostró entonces que la demandante haya sido engañada al tomar una decisión 

desfavorable a sus intereses, más aun, cuando ha permanecido en el Régimen de Ahorro 

Individual con solidaridad por muchos años, desde el año 1996 hasta el año 2018, sin 

manifestar ninguna inconformidad respecto al desempeño y administración, afianzando su 

decisión de estar en este Régimen. 

 

Por lo anterior, se tiene que el demandante se encuentra válidamente afiliada al 

Régimen de Ahorro Individual por decisión propia como lo demuestra su firma en el 

formulario de afiliación a La Sociedad Administradora De Fondos de Pensiones Y 

Cesantías PORVENIR S.A., en el que actualmente se encuentra afiliada, sin 

mostrar inconformidad alguna en la administración de sus cotizaciones en el Fondo 

privado referenciado, razón por la cual es el fondo privado de pensiones quien debe 

resolver su situación pensional. 

 

Finalmente, se demanda del operador judicial un análisis más riguroso de nuestra 

legislación y de los mecanismos jurídicos a su alcance para satisfacer las pretensiones en 

esta clase de demandas, pues fácil es cargar estas condenas económicas a Colpensiones 

por el hecho de ser la administradora del sistema público de seguridad social, sin 

detenerse a estudiar LA CULPA y RESPONSABILIDAD respecto de los actos que se 

declaran nulos o ineficaces y con los cuales se ocasionaron perjuicios, el PRINCIPIO DE 

SOSTENIBILIDAD FISCAL Y FINANCIERA del Régimen de Prima Media y en igual 

medida el hecho que las administradoras del RAIS corresponden a empresas del sector 

privado con disponibilidad financiera para resarcir los perjuicios que ocasionan por sobre 

Colpensiones cuyos recursos provienen de todos los ciudadanos, quienes terminan 

pagando las obligaciones que a futuro se generan (pensión vejez, invalidez y 

sobrevivencia) a cuenta de nada pues la entidad se reitera, no tuvo ninguna injerencia, 

responsabilidad o culpa en todo lo que se expone en la demanda. 

 

PETICION ESPECIAL 

Su señoría, en caso de confirmar la sentencia emitida por el juez de primera instancia, 

solicito tal como se ha dejado por sentado en numerosas jurisprudencias, en donde se 

refiere, sobre las consecuencias de la nulidad del traslado entre regímenes la Sala Laboral 

de la Corte Suprema de Justicia en Sentencia SL, del 9 de sep. 2008, rad. 31989, reiterada 

en varias oportunidades, adoctrinó:  
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“Las consecuencias de la nulidad de la vinculación respecto a las prestaciones acaecidas 

no es plenamente retroactiva como lo determina la normatividad del derecho privado, la 

que no tienen cabida enteramente en el derecho social, de manera que a diferencia de 

propender por el retorno al estado original, al momento en que se formalizó el acto 

anulado, mediante la restitución completa de las prestaciones que uno y otro hubieren 

dado o recibido, ha de valer el carácter tutelar y preservar situaciones consolidadas ya en 

el ámbito del derecho laboral ora en el de la seguridad social; en la doctrina es indiscutido 

que la nulidad del contrato de trabajo, no priva al trabajador del derecho a su 

remuneración; o que en materia de seguridad social, en el laboral administrativo, según el 

mandato expreso del artículo 136 del C.C.A. el trabajador o el afiliado de buena fe, tiene el 

derecho a conservar, sin deber de restituir las prestaciones que le hubieren sido pagadas.  

 

“En el sub lite, la anulación de la vinculación ha de obrar sin perjuicio de dejar incólume la 

situación consolidada por el otorgamiento de las mesadas pensionales; el afiliado, que lo 

fue de buena fe, no está en el deber de restituir las mesadas pensionales a su 

administradora y ésta debe asumir lo erogado por ella como un deterioro de la cosa 

entregada en administración; el afiliado a la seguridad social tendrá derecho a reclamar 

por cobertura de vejez por el tiempo en el que las mesadas fueron pagadas, sólo la 

diferencia que se presentare entre las mesadas que ya le fueron pagadas, y las que 

resultaren del reconocimiento que hiciere la administradora de régimen de prima media al 

que retorna.  

 

“La administradora tiene el deber de devolver al sistema todos los valores que 

hubiere recibido con motivo de la afiliación del actor, como cotizaciones, bonos 

pensionales, sumas adicionales de la aseguradora, con todos sus frutos e 

intereses como los dispone el artículo 1746 del C.C., esto es, con los 

rendimientos que se hubieren causado.  

 

“Como la nulidad fue conducta indebida de la administradora ésta debe asumir a su cargo 

los deterioros sufridos por el bien administrado, esto es, las mermas sufridas en el capital 

destinado a la financiación de la pensión de vejez, ya por pago de mesadas pensionales en 

el sistema de ahorro individual, ora por los gastos de administración en que hubiere 

incurrido, los cuales serán asumidos por la Administradora a cargo de su propio 

patrimonio, siguiendo para el efecto las reglas del artículo 963 del C.C.  

 

“Las consecuencias de la nulidad no pueden ser extendidos a terceros, en este caso, a la 

administradora del régimen de prima media en el que se hallaba el actor antes de 

producirse la vinculación cuya nulidad se declara, de modo que no debe asumir por el 

sistema de pensiones sanciones derivadas de la mora en el pago “la dirección, 

coordinación y control” de la Seguridad Social, y autoriza su prestación a través de 

particulares.  

 

En virtud de lo anterior, solicito se condene a la AFP COLFONDOS S.A. PENSIONES Y 

CESANTÍAS, devolver en lo que concierne a los gastos de administración previstos en el 

artículo 13, literal q) y artículo 20 de la Ley 100 de 1993 por los periodos en que 

administraron las cotizaciones del demandante, todo tipo de comisiones, las primas de 

seguros provisionales y el porcentaje destinado al fondo de garantías de pensión mínima, 
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a cargo de su propio patrimonio, con los rendimientos que hubiera producido de no 

haberse generado el traslado, todos estos debidamente indexados. 

Sin más señora magistrada, concluyo así los alegatos de conclusión en espera que sea 

considerado. 

 
De usted cordialmente, 
 
 

 
____________________________ 

YANIER ARBEY MORENO HURTADO 
C.C. No 1.076.326.101 
T.P. No. 276.708 del C. S. J. 
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SEÑORA: 

HONORABLE MAGISTRADA PAOLA ANDREA ARCILA SALDARIAGA 

TRIBUNAL SUPERIOR DE CALI - SALA LABORAL 

E.S.D.  

 
 
REFERENCIA:     ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
ASUNTO:             ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
DEMANDANTE:   JUAN MANUEL HERNANDEZ GARNICA 
DEMANDADO:     Administradora Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES 
RADICACIÓN:     76001310500620170053601 

 
 
ASUNTO: PODER ESPECIAL  

 
 
MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO,  mayor  de edad y vecina de esta ciudad, de 

condiciones civiles ampliamente conocidas dentro del proceso de la referencia, obrando en 

nombre y representación de la Parte demandada mediante el presente escrito manifiesto 

que sustituyo  poder al Dr YANIER ARBEY MORENO HURTADO, mayor de edad y 

vecino de esta ciudad, identificado con C.C. 1.076.326.101 de Istmina, abogado  titulado 

y en ejercicio, portador de la T.P. No. 276708 del C.S.J, para que presente alegatos de 

conclusión de conformidad con lo reglamentado en el Decreto 806 de 2020. 

 

 

En consecuencia, sírvase reconocer personería al Doctor YANIER ARBEY MORENO 

HURTADO en los términos del presente mandato. 

 

Renuncio a término de notificación y ejecutoria del auto favorable. 

 

 
 
De usted, respetuosamente, 

 
 

 
____________________________ 

MARIA JULIANA MEJIA GIRALDO 
C.C. No. 1.144.041.976 de Cali 
T.P. No. 258.258 del C. S. J. 
 

 

 

 

 

 

Acepto, 

 
 
 

 
____________________________ 
YANIER ARBEY MORENO HURTADO 
C.C. No 1.076.326.101 

T.P. No. 276.708 del C. S. J. 
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